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Exp. 941/2018/2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 941/2018/2
ACTOR: **** ******* **** ******.
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y DIRECTOR JURÍDICO DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL EN EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciocho de febrero de dos mil diecinueve.- V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 941/2018/2, promovido por el C. **** ******* **** ******, por propio derecho, y quien señaló como autoridades demandadas al Director del Registro Público de la Propiedad en el Estado de San Luis Potosí; y al Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho, el C. **** ******* **** ******, por propio derecho, promovió demanda de juicio contencioso administrativo en contra del Director del Registro Público de la Propiedad en el Estado de San Luis Potosí; y al Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí; por la emisión del acto que a continuación se precisa:

“La resolución contenida en el oficio número ********************, emitida por el Director Jurídico de la Dirección del Registro público de la propiedad, de fecha 26 de octubre de 2018.”
II.- A través del acuerdo de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, se tuvo por admitida la demanda promovida por el actor en contra de las enjuiciadas precisadas en el Resultando anterior; ordenándose correr el traslado correspondiente a esas demandadas para que contestaran lo que a su derecho conviniera, así como ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.
Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo al accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, mismas que se reservaron su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.
III.- En el proveído de once de enero de dos mil diecinueve, se tuvo por contestada la demanda por parte de las autoridades demandadas, ordenándose correr traslado de las mismas y sus anexos al accionante para los efectos a que se refiere el artículo 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

AL ACCIONANTE:
·  Original del oficio número ********************, de fecha veintiséis de octubre de dos mil dieciocho, firmado por el Directos Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí –acto impugnado en el presente juicio-.
·  Un escrito de solicitud por **** ******* **** ******, parte actora en el juicio y dirigido al Director del Instituto Registral y Catastral en el Estado, recibido en fecha veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, por el citado Instituto.
·  Original del recibo de pago, con folio ***********, de fecha veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, expedido por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal en el Estado.
·  Original del certificado de libertad de gravamen, expedido por la licenciada ******* **** *******, Subdirectora de la Dirección de Registro Público de la propiedad del Estado de San Luis Potosí, en fecha veintidós de agosto de dos mil dieciocho.
AL DIRECTOR JURÍDICO DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, las siguientes:

·  Copia debidamente certificada de su nombramiento, de fecha primero de junio del año dos mil diecisiete.
·  Copia certificada del oficio número ********************, de fecha veintiséis de octubre de dos mil dieciocho, firmado por el Directos Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.
·  La instrumental de actuaciones;

·  La presuncional lógica, legal y humana.
A LA DIRECTORA GENERAL Y EN REPRESENTACIÓN DE LA DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, las siguientes:

·  Copia certificada de la reunión de la Junta Directiva del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, de fecha veintisiete de septiembre del año dos mil quince.
·  Copia debidamente certificada de su nombramiento, de fecha veintisiete de septiembre del año dos mil quince.
·  La instrumental de actuaciones;

·  La presuncional lógica, legal y humana.
Finalmente, se señalaron las once horas con treinta minutos del primero de febrero de dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos adscrito a esta Segunda Sala Unitaria hizo constar que:

· No comparecieron la parte actora –o autorizado- ni representante o delegado alguno de las enjuiciadas.
· Dio cuenta de las constancias y actuaciones de autos; como lo fueron el escrito inicial de demanda y las contestaciones respectivas.
· En la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes, que fueron admitidas, por su propia y especial naturaleza.

· En la etapa de alegatos, que ninguna de las partes formularon alegatos.

· No existían pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, por lo que dio por terminada esa audiencia.

· Se citaba para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º, fracción III, 24, 35, fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Asimismo, obra la documental en donde consta el acto impugnado, la cual fue acompañada por el demandante al escrito de demanda, y que es visible en las fojas 7 a 10 del expediente en que se actúa, de la que se desprende que es la respuesta dada a una instancia formulada por el propio accionante –**** ******* **** ******-, a efecto de que se cancelaran los gravámenes que afectaban un bien inmueble de su propiedad.
Tocante a las autoridades demandadas; comparecieron a dar contestación los Licenciados ****** ****** ******* –en su carácter de Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí- y ********* ******** ***** –en su carácter de Directora General del Instituto Registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí y en representación de la Dirección del Registro Público de la Propiedad-, quienes para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibieron copias certificadas de sus nombramientos que le fueron expedidos y que se encuentran visibles a fojas 29 y 46, respectivamente, de autos.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio número ********************, de fecha veintiséis de octubre de dos mil dieciocho, emitida por el Director Jurídico del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, en el que medularmente resolvió que no había lugar a acordar de conformidad con lo solicitado por la impetrante en el escrito –presentado ante dicho Instituto, el veintiocho de septiembre del mismo año- donde pidió que se cancelará el registro de embargo que grava un bien inmueble de su propiedad.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
Por lo tanto, de acuerdo a lo que ordena los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que las demandadas, no hicieron valer causal de improcedencia y sobreseimiento alguna; además, de que esta Sala practicó estudio oficioso de las mismas, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se encuentran localizados en las fojas 3 a 5 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- El accionante en el primer concepto de impugnación de su escrito inicial de demanda, argumenta que es ilegal el acto impugnado en virtud de que es violatorio de los derechos humanos; no tiene la debida fundamentación y motivación; y fue emitido con dolo y sin cumplir los requisitos esenciales del procedimiento; ya que a consideración del impetrante, contrario a lo argüido por la autoridad emisora, esta sí tiene facultades expresas para realizar la cancelación del embargo que pesa en el bien inmueble de su propiedad.

Lo anterior, toda vez que han transcurrido más tres años desde la inscripción del embargo, y sin que el mismo se haya reinscrito, tal como lo establecen los numerales 61 y 62 de la Ley del Registro Público de la de la Propiedad y del Catastrado para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que faculta a la parte interesada, a solicitar a la autoridad demandada, la extinción y cancelación de la inscripción del embargo, cuando se cumpla el supuesto previsto en la ley, la cual prescribe que tratándose de embargos, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito, sin que en el presente caso, el embargo cuya cancelación le fue solicitado a la enjuiciada haya versado sobre alimentos, créditos laborales o deban ser ordenados por otra autoridad.
El demandante manifiesta en el segundo concepto de impugnación del escrito inicial de demanda que como consta en la certificación de gravámenes de fecha veintidós de agosto de dos mil dieciocho, expedida por la Subdirectora de la Dirección de Registro Público de la Propiedad, el inmueble de su propiedad, ubicado en ******* ****** No. ****, ************* ***** ********, de esta ciudad capital, inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, con número de Folio Electrónico ****, a Fojas *** ******, del Tomo *** * de Escrituras Públicas, existe el siguiente gravamen:
· Anotación de embargo, con número de oficio ***, de fecha **********, tipo de embargo judicial, trabado a las ***** horas del día **********, ordenado por el Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil de la Ciudad de Torreón, Coahuila, en el expediente ******, exhorto deducido del Juicio Ejecutivo Mercantil que envía el C. Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil de la Ciudad de Torreón, Coahuila e inscrito en ese Registro a su cargo a las ***** horas del día ********* ** ******* ** ****.

Una vez descrito lo anterior, el impetrante precisa que es causal de cancelación del gravamen antes referido, la inactividad existente en los asientos registrales relacionados a su propiedad, que es la inscripción con número de Folio Electrónico ****, a Fojas *** ******, del Tomo *** * de Escrituras Públicas, del Registro Público de la Propiedad y que se aprecia en la libertad de gravámenes que se anexa, que dicho embargo tienen más de veinticinco años desde la fecha de inscripción y no ha existido reinscripción, lo que demuestra que no ha existido actividad respecto al mencionado gravamen.
Continúa manifestando el enjuiciante que por las razones expresadas anteriormente la solicitud efectuada a la autoridad demandada para la cancelación del gravamen que afecta el inmueble de su propiedad, es procedente, toda vez que han transcurrido más de veinticinco años desde su inscripción a la presente fecha, sin que exista reinscripción de los mismos, ni aparece constancia que haya existido actividad procesal al respecto, agregando el recibo de pago de derechos correspondientes.
Las autoridades demandadas al momento de formular su contestación de demanda, defendieron la legalidad del acto impugnado, manifestando que el mismo se encontraba debidamente fundado y motivado, y que fue dictado de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales aplicables.
A juicio del suscrito Magistrado, los conceptos de impugnación que hace valer el demandante, son sustancialmente infundados, y por lo tanto insuficientes para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación, mismas que para su análisis se dividen en los siguientes apartados: A. Fundamentación y motivación del acto impugnado. B. Sobre la procedencia de la solicitud realizada por el impetrante a la enjuiciada; y C. Sobre la violación de derechos humanos. 

A. Fundamentación y motivación del acto impugnado.
En primer lugar, parte del agravio del accionante se encuentra encaminado a señalar que no se fundó y motivó correctamente el acto debatido; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

En ese sentido, se tiene a la vista el acto impugnado –el cual se encuentra visible del folio 7 al 10 de autos-, del que se desprende que la enjuiciada fundó y motivó su actuación en los siguientes términos:
“En atención a su escrito recibido en esta Dirección a mi cargo el día 28 de Septiembre de 2018, mediante el cual solicita se cancelen los gravámenes que refiere en su de cuenta (sic) y que pesan sobre el inmueble identificado con el folio real número *******, al respecto le comunico:
Hecho el estudio correspondiente conforme a las diversas constancias que obran dentro de la información registral existente que se tiene almacenada en la base de datos en el Sistema Electrónico con el que cuenta esta Dependencia a mí cargo, esta Autoridad manifiesta que:

Se encontró que no es posible darle seguimiento a lo solicitado en su de cuenta (sic), toda vez que es necesario realizar las gestiones pertinentes ante la autoridad competente, a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho. Lo anterior en virtud de que el artículo 61, párrafo segundo, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y aplicable para el caso concreto, versa:

"La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción."

Por lo tanto, del análisis y de la interpretación del párrafo que antecede se desprende que, para el caso que nos ocupa que "la petición de la parte interesada", es precisamente quien tenga un interés jurídico en que dichas inscripciones sean canceladas, es decir, el propietario del bien inmueble publicitado dentro del folio real número *******, es decir, el C. **** ******* **** ******, el cual se encuentra actualmente afectado por los gravámenes que menciona en su petición los cuales se reproducen para todos los efectos legales a que haya lugar. Quedando claro que la parte interesada es el actor en los juicios que nos ocupa, requisito que no se satisface en el presente.

Ahora bien, la expresión “sin satisfacer dicho requisito”, es decir, el de efectuar la cancelación con el consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, misma que se hará constar en instrumento público otorgado ante Notario, o efectuar la cancelación por resolución judicial, esto es, siempre y cuando "el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley”, es decir, refiere a que deberá hacer valer sus acciones ante las instancias correspondientes conforme al procedimiento respectivo, es decir, en la vía extraordinaria civil que se encuentra regulada en los términos dispuestos por el Código de Procedimiento Civiles Vigente en el Estado, en el artículo 414, fracción XlX, en el Título Séptimo, del Capítulo l. Dichas disposiciones, de ninguna manera serán aplicadas directamente por esta Dirección, en razón, de que se refieren a derechos que deberán ser substanciados ante la autoridad competente, atento a que la citada Ley Registral y Catastral en su numeral 3, establece que en todo lo no previsto por la presente Ley se aplicarán supletoriamente, los Códigos Civil y de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; y por obvias razones, infiere a la legislación aplicable al caso concreto. Sin embargo, deberá tramitar el juicio respectivo ante la autoridad competente, a efecto de que se cancelen los mismos.
Por lo que hace a que una inscripción podrá ser cancelada "por causas que resulten del documento presentado para su inscripción", refiere al supuesto en el que el documento fue indebidamente inscrito sin que hubiese cumplido con las formas extrínsecas exigidas por la ley. Es decir, el Registrador hará la inscripción si encuentra que el título presentado para su registro, es de los que deben inscribirse, llena las formas extrínsecas exigidas por la ley y, para el caso que nos ocupa, refiere a los requisitos establecidos en términos de la legislación aplicable, en el momento de presentación del documento en esta oficina registral para ejecutar una inscripción. De lo anterior se desprende que el documento presentado, es decir, EL EMBARGO JUDICIAL, sólo será calificado únicamente en cuanto a sus elementos extrínsecos y si fueron previamente cubiertas las obligaciones fiscales inherentes, se procede a la inscripción y publicitación. Aclarando que, por lo que hace a los elementos de fondo del documento solicitado para su inscripción, no compete al Registrador. Y para el caso específico, el documento presentado para su inscripción, es decir, el registro de las inscripciones del gravamen de embargo descrito en su escrito de petición, no exhibió causa alguna que diese a lugar a su cancelación al haber sido ordenado por la autoridad competente, además cumpliendo con las formas extrínsecas exigidas por la ley.
En este orden de ideas, esta Autoridad manifiesta que únicamente tiene el carácter de ejecutor, con el fin de dar publicidad a los actos inscritos, cumpliendo con la función para la cual fue creada conforme con lo dispuesto por los numerales 1° y 5°, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, actuando siempre conforme a derecho y de acuerdo a sus facultades y atribuciones. En ese sentido, esta oficina registral es una Dependencia del Estado, que tiene por objeto proporcionar publicidad a los actos jurídicos regulados por el derecho civil, con el fin de facilitar el tráfico jurídico a través de un procedimiento legal, cuya consecuencia es en síntesis, la seguridad jurídica, siendo el derecho civil la norma que regula todas las situaciones al que el ser humano se ve sometido dentro del desenvolvimiento de la sociedad, esto es, dentro del orden privado de las obligaciones y de los derechos de las personas, referente a todos sus bienes y relaciones jurídicas. El punto clave de todo procedimiento legal emana de la Constitución Política y a través de ella se originan las otras normas sustantivas, para que de esta manera los actos jurídicos puedan producir sus efectos y así sucesivamente se lleva el procedimiento registral, en el cual los actos jurídicos son sometidos a un orden legal; reiterando que esta Dirección a mi cargo realiza sus funciones registrales de acuerdo a sus atribuciones conforme a derecho.

A mayor abundamiento, partiendo de que el Registro Público de la Propiedad, es una Institución de buena fe, encargada de llevar a cabo el procedimiento registral que nace para brindar una certeza jurídica de los actos debidamente inscritos, siendo los efectos de tal inscripción meramente declarativos, esto es, el registro o inscripción del acto únicamente sirve para producir efectos ante terceros, de lo anterior resulta, que esta Autoridad registral no es competente para llevar a cabo la cancelación solicitada, toda vez que conforme a la ley de la materia, para la cancelación de cualquier derecho inscrito, es necesario el consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, mismas que se harán constar en instrumento público otorgado ante fedatario público, o bien, mediante resolución judicial; siendo así, que de llevarse a cabo la cancelación peticionada, se estaría quebrantando el principio de consentimiento, y, por ende, para proceder a cualquier modificación o cancelación de los asientos, se requiere el consentimiento de dicho titular registral y sus causahabientes, inclusive en el supuesto de un procedimiento judicial en el que se pretenda conseguir los resultados anteriores, debe oírse al titular del derecho registrado (acreedor), advirtiendo y atentos a las disposiciones contenidas en el artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que versa en su parte conducente:

Artículo 14…

Aunado a lo anterior, la información contenida en dicha inscripción ha sido publicitada produciendo sus efectos ante terceros desde la fecha de su inscripción.

Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente jurisprudencia que me permito transcribir, considerando que a fin de proceder a realizar una inscripción de la naturaleza que demanda, deberá de cumplir con los extremos de la Ley Adjetiva Civil aplicable y la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
REGISTRADOR PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. LA CANCELACIÓN DE LAS INSCRIPCIONES SÓLO PUEDE HACERLA POR CONSENTIMIENTO DE LAS PARTES O POR DECISIÓN JUDICIAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).

…

En virtud de los razonamientos antes expuestos, esta Autoridad resuelve:

…

PRIMERO.- Esta Autoridad fue competente para resolver la solicitud efectuada por el C. **** ******* **** ******, de conformidad con lo establecido por los numerales 4, 5, 10, 19 fracción X y 40 de la Ley del Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; artículos 150 fracción Vl, 151 y 152 fracción ll y fracción Vll inciso f) de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí; así como los artículos 1, 8, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDO. Esta Autoridad manifiesta que no ha lugar a acordar de conformidad con lo solicitado por Usted, en razón de que deberá hacer valer su acciones ante la autoridad competente (toda vez que están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo reconocimiento compete a las Autoridades del Ramo Civil), a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho, por los razonamientos expresados en los párrafos que preceden y anteriores al presente capítulo; y a fin de no contravenir a los ordenamientos legales aplicables, se le niega lo peticionado en términos del artículo 56, fracción l, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Por lo tanto, con el fin de preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario, en cuanto se presente ante la oficina registral correspondiente, el documento factible para la cancelación de la inscripción señalada en su escrito de cuenta, se procederá conforme a derecho. Lo anterior con fundamento en los numerales 1°, 3°, 5°, 13, fracción XI, 15 y 61 párrafo segundo de la ley en comento, así como además con apoyo en el numeral 414, fracción XIX, en el Título Séptimo, del Capítulo I del Código de Procedimientos Civiles Vigente en el Estado de San Luis Potosí.”

De lo trasunto se desprende que la enjuiciada en atención al que recibió el veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, en el que la impetrante solicitó se cancelen los gravámenes que refirió en el mismo y que pesan sobre el inmueble identificado con el folio real número *******, le comunicó que hecho el estudio correspondiente conforme a las diversas constancias que obran dentro de la información registral existente que se tiene almacenada en la base de datos en el Sistema Electrónico con el que cuenta, se encontró que no era posible darle seguimiento a lo solicitado.

Precisó la enjuiciada que era necesario realizar las gestiones pertinentes ante la autoridad competente, a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho. Lo anterior en virtud de que el artículo 61, párrafo segundo, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y aplicable para el caso concreto, versaba:

"La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción."

Señaló la autoridad emisora del acto impugnado, que por lo tanto del análisis y de la interpretación de ese párrafo, en el caso que le ocupaba "la petición de la parte interesada", era precisamente quien tenga un interés jurídico en que dichas inscripciones sean canceladas, es decir, el propietario del bien inmueble publicitado dentro del folio real número *******, es decir, el C. **** ******* **** ******, el cual se encuentra actualmente afectado por los gravámenes que menciona en su petición los cuales se reproducen para todos los efectos legales a que haya lugar. 

Continúo la autoridad, manifestando en dicho acto que la expresión “sin satisfacer dicho requisito”, es decir, el de efectuar la cancelación con el consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, misma que se hará constar en instrumento público otorgado ante Notario, o efectuar la cancelación por resolución judicial, esto es, siempre y cuando "el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley”, es decir, refiere a que deberá hacer valer sus acciones ante las instancias correspondientes conforme al procedimiento respectivo, es decir, en la vía extraordinaria civil que se encuentra regulada en los términos dispuestos por el Código de Procedimiento Civiles Vigente en el Estado, en el artículo 414, fracción XIX, en el Título Séptimo, del Capítulo l. 
Arguyó la enjuiciada en ese acto, que las anteriores disposiciones, de ninguna manera serán aplicadas directamente por ella, en razón, de que se refieren a derechos que deberán ser substanciados ante la autoridad competente, atento a que la citada Ley Registral y Catastral en su numeral 3, establece que en todo lo no previsto por la presente Ley se aplicarán supletoriamente, los Códigos Civil y de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí; y por obvias razones, infiere a la legislación aplicable al caso concreto; por lo que la impetrante, debía tramitar el juicio respectivo ante la autoridad competente, a efecto de que se cancelen los mismos.

Continúo motivando la enjuiciada en ese acto, que por lo que hace a que una inscripción podrá ser cancelada "por causas que resulten del documento presentado para su inscripción", refiere al supuesto en el que el documento fue indebidamente inscrito sin que hubiese cumplido con las formas extrínsecas exigidas por la ley. Es decir, el Registrador hará la inscripción si encuentra que el título presentado para su registro, es de los que deben inscribirse, llena las formas extrínsecas exigidas por la ley y, para el caso que nos ocupa, refiere a los requisitos establecidos en términos de la legislación aplicable, en el momento de presentación del documento en esta oficina registral para ejecutar una inscripción. 
Asentó la demandada en la resolución controvertida que de lo anterior se desprendía que el documento presentado, es decir, el embargo judicial, sólo será calificado únicamente en cuanto a sus elementos extrínsecos y si fueron previamente cubiertas las obligaciones fiscales inherentes, se procede a la inscripción y publicitación. Aclarando que, por lo que hace a los elementos de fondo del documento solicitado para su inscripción, no compete al Registrador. Y para el caso específico, el documento presentado para su inscripción, es decir, el registro de las inscripciones del gravamen de embargo descrito en su escrito de petición, no exhibió causa alguna que diese a lugar a su cancelación al haber sido ordenado por la autoridad competente, además cumpliendo con las formas extrínsecas exigidas por la ley.

En ese orden de ideas, la Autoridad manifestó que únicamente tenía el carácter de ejecutor, con el fin de dar publicidad a los actos inscritos, cumpliendo con la función para la cual fue creada conforme con lo dispuesto por los numerales 1° y 5°, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, actuando siempre conforme a derecho y de acuerdo a sus facultades y atribuciones; y que tenía por objeto proporcionar publicidad a los actos jurídicos regulados por el derecho civil, con el fin de facilitar el tráfico jurídico a través de un procedimiento legal, cuya consecuencia es en síntesis, la seguridad jurídica, siendo el derecho civil la norma que regula todas las situaciones al que el ser humano se ve sometido dentro del desenvolvimiento de la sociedad, esto es, dentro del orden privado de las obligaciones y de los derechos de las personas, referente a todos sus bienes y relaciones jurídicas. 
Precisó la demandada que partiendo de que el Registro Público de la Propiedad, es una Institución de buena fe, encargada de llevar a cabo el procedimiento registral que nace para brindar una certeza jurídica de los actos debidamente inscritos, siendo los efectos de tal inscripción meramente declarativos, esto es, el registro o inscripción del acto únicamente sirve para producir efectos ante terceros, de lo anterior resultaba, que esa autoridad registral no era competente para llevar a cabo la cancelación solicitada, toda vez que conforme a la ley de la materia, para la cancelación de cualquier derecho inscrito, es necesario el consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, mismas que se harán constar en instrumento público otorgado ante fedatario público, o bien, mediante resolución judicial; siendo así, que de llevarse a cabo la cancelación peticionada, se estaría quebrantando el principio de consentimiento, y, por ende, para proceder a cualquier modificación o cancelación de los asientos, se requiere el consentimiento de dicho titular registral y sus causahabientes, inclusive en el supuesto de un procedimiento judicial en el que se pretenda conseguir los resultados anteriores, debe oírse al titular del derecho registrado (acreedor), advirtiendo y atentos a las disposiciones contenidas en el artículo 14, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Asimismo, señaló la enjuiciada en ese acto, que la información contenida en dicha inscripción ha sido publicitada produciendo sus efectos ante terceros desde la fecha de su inscripción.

Finalmente la demandada resolvió que:

· Era competente para resolver la solicitud efectuada por el C. **** ******* **** ******, de conformidad con lo establecido por los numerales 4, 5, 10, 19 fracción X y 40 de la Ley del Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; 150 fracción VI, 151 y 152, fracciones ll y VII, inciso f), de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado de San Luis Potosí; 1, 8, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Que no había lugar a acordar de conformidad con lo solicitado por el hoy demandante, en razón de que debía hacer valer su acciones ante la autoridad competente (toda vez que están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo reconocimiento compete a las Autoridades del Ramo Civil), a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho; y que a fin de no contravenir a los ordenamientos legales aplicables, se le negaba lo peticionado en términos del artículo 56, fracción l, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. Que con el fin de preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario, en cuanto se presente ante la oficina registral correspondiente, el documento factible para la cancelación de la inscripción señalada en su escrito de cuenta, se procederá conforme a derecho. Lo anterior con fundamento en los numerales 1°, 3°, 5°, 13, fracción XI, 15 y 61 párrafo segundo de la ley en comento, así como además con apoyo en el numeral 414, fracción XIX, en el Título Séptimo, del Capítulo I del Código de Procedimientos Civiles Vigente en el Estado de San Luis Potosí.
En virtud de lo anterior, a consideración de este Juzgador, el acto reclamado se encuentra suficientemente fundado y motivado, ya que con lo anteriormente relatado, la demandada cumplió con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en la resolución controvertida, pues precisó de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que la autoridad tuvo en consideración –así como los dispositivos legales correspondientes-, para llegar a la conclusión que no había lugar a acordar de conformidad con lo solicitado por el accionante, en razón de que debía hacer valer su acciones ante la autoridad competente (toda vez que están vinculadas con la declaración de un derecho real cuyo reconocimiento compete a las Autoridades del Ramo Civil), a efecto de que sus peticiones sean ejecutadas conforme a derecho, por lo que se le negaba lo peticionado a fin de no contravenir a los ordenamientos legales aplicables; y con ello, se cumplió el propósito de que el afectado conociera la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la demandada, quedando plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por esa autoridad y alegar en contra de su argumentación jurídica.

Lo anteriormente fácilmente se corrobora, ya que el demandante al promover el presente medio de defensa, argumentó que sí era procedente que la enjuiciada cancelará el registro del embargo que gravaba el bien inmueble de su propiedad al tener la enjuiciada facultad para ello; y dado que cumplía con lo establecido en los artículos 61 y 62, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastrado para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues no se ha vuelto a reinscribir dicho embargo.

En efecto, a consideración de este Juzgador, el accionante no controvierte destacadamente los fundamentos y motivos que manifestó la enjuiciada en el acto impugnado; sino, se limitó a señalar que resultaba ilegal en virtud de que sí resultaba procedente la cancelación del embargo que grava el bien mueble de su propiedad por las razones precisadas en el párrafo anterior.

Ahora si bien ya se señaló que el acto debatido sí se encuentra suficientemente fundado y motivado; lo cierto es que la parte medular de los agravios del enjuiciante –y la razón por la que él considera que se encuentra indebidamente fundada y motivada la resolución impugnada-, consiste en que –contrario a lo que se resolvió -, sí resultaba procedente que se cancelará el embargo que grava el bien inmueble de su propiedad; lo que será motivo de estudio en el siguiente apartado.
B. Sobre la procedencia de la solicitud realizada por el impetrante a la enjuiciada
Al respecto, en primer término, es menester citar las disposiciones legales en que se apoya la parte actora para considerar que debe declararse procedente la cancelación de la inscripción del embargo que refiere; para lo cual cita los numerales 61 y 62 fracción VI, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que disponen lo siguiente:

"ARTÍCULO 61. "Las inscripciones no se extinguen sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio o derecho real inscrito a favor de otra persona. 

La cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial. Sin embargo, podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción. 

Las anotaciones preventivas podrán ser canceladas sólo por caducidad, por realizarse el registro definitivo, o por cancelación ordenada o autorizada por el funcionario o autoridad competente. "

ARTÍCULO 62. "Podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando: 

...
VI. Tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito; con excepción del embargo para garantizar el pago de alimentos, créditos laborales y aquéllos que por Ministerio de Ley deban ser ordenados por las autoridades competentes."

Conforme a las disposiciones legales anteriores, las inscripciones se extinguen entre otras cuestiones, por su cancelación, misma que puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial; asimismo, se prevé que podrán ser canceladas a petición de parte interesada, sin satisfacer dicho requisito, cuando el acto inscrito quede extinguido por disposición de ley o por causas que resulten del documento presentado para su inscripción, y que podrá pedirse la cancelación total de inscripciones o registros definitivos, cuando, tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de su inscripción y no se haya reinscrito.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa el accionante afirma haber dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 62 fracción VI, de la Ley citada, al haber pedido la cancelación de embargo, y haber transcurrido más de tres años desde la fecha de inscripción del embargo, y no haberse reinscrito dicho embargo y toda vez que la cancelación del embargo no se trataba de garantizar el pago de alimentos, ni para garantizar créditos laborales, ni de un embargo que por ministerio de ley, su cancelación debía ser ordenada por autoridad competente, por lo cual considera debía declararse procedente su petición de cancelación de embargo.

Precisado lo anterior, conviene decir que el Registro Público se sustenta en una serie de principios fundamentales, de conformidad con los artículos 1°, 5 y 6, de la Ley del Registro Público de La Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, de los que se destaca, para efectos del presente asunto, el de rogación.

Dicho principio dispone que la inscripción en el Registro Público se efectuará a instancia de parte –o por mandato de autoridad judicial o administrativa competente-, y no oficiosamente. Al respecto, es pertinente señalar que, de acuerdo con el consensualismo aceptado en nuestra Legislación Civil, los derechos reales nacen, se modifican, transmiten y extinguen fuera del Registro Público de la Propiedad; empero, cuando se desea que surtan efectos frente a terceros, es menester su inscripción, misma que necesariamente debe practicarse a petición de parte.

De lo anterior se concluye que, a fin de que la Institución Registral se halle en aptitud de dar a conocer cuál es la situación jurídica que guardan los bienes en él inscritos, y cuente con la historia de sus transmisiones y modificaciones, es preciso que la parte interesada solicite su correspondiente inscripción en los términos que dispone la propia Ley; pues de otra manera, el Registro Público no puede efectuarla de motu proprio.
Ahora bien, es necesario enfatizar que en nuestro sistema legal el Registro Público de la Propiedad se limita, por regla general, a declarar, a ser un reflejo, de un derecho nacido extrarregistralmente mediante un acto jurídico que fue celebrado con anterioridad por las partes contratantes, y por ende, sus efectos son declarativos. 
Sin embargo, y pese a que el Registro Público no tenga efectos constitutivos, y únicamente dé publicidad a los actos jurídicos inscritos, la importancia de tal inscripción estriba en que dichos actos, serán oponibles frente a terceros; sobre todo porque la inscripción no tiene, en general, relevancia alguna con relación a las partes otorgantes que se obligaron recíprocamente en los términos de su contrato, sino que es frente a los terceros, cuando la inscripción cobra trascendencia y ejerce sus funciones de publicidad. 

De lo anterior resulta que la autoridad registral únicamente puede llevar a cabo la cancelación de embargo en los términos que la legislación de la materia lo permite, por lo que en términos del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la cancelación de una inscripción puede hacerse por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario, o por resolución judicial, sin que en el caso se actualice ninguno de los dos supuestos jurídicos previstos en dicha norma legal.

Por otra parte, si bien es cierto que el accionante en su escrito de demanda afirma haber dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 62, fracción VI, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al haber pedido la cancelación de embargo, y haber transcurrido más de tres años desde la fecha de inscripción del embargo, y no haberse reinscrito dicho embargo y toda vez que la cancelación del embargo no se trataba de garantizar el pago de alimentos, ni para garantizar créditos laborales, ni de un embargo que por ministerio de ley, su cancelación debía ser ordenada por autoridad competente; de igual manera resulta cierto que conforme a dicha disposición legal la autoridad registral no se encuentra obligada a realizar la cancelación de embargo –como pretende hacer valer el impetrante al señalar en sus agravios que la enjuiciada sí era la competente para ordenar la cancelación solicitada-, pues conforme a lo establecido en el dispositivo legal mencionado, se refiere a la facultad de pedir la cancelación total de la inscripción o registro definitivo cuando se trata de un embargo, y haya transcurrido la temporalidad que se prevé; sin embargo dicha norma legal no tiene el alcance de que la autoridad registral autorice la cancelación de la inscripción, toda vez que no se dispone que con el simple transcurso del tiempo y no encontrarse en los supuestos de excepción, resulte imperativo para la autoridad registral autorizar dicha cancelación. 
Máxime que se desprende del “Certificado de Libertad de Gravamen” emitido por la Subdirectora de la Dirección de Registro Público de la Propiedad del Estado de San Luis Potosí, el veintidós de agosto de dos mil dieciocho -visible en la foja 14, del expediente en que se actúa- que la inscripción se realizó por virtud de un embargo judicial trabado en el bien inmueble su propiedad de la parte actora, por lo que evidentemente la orden de inscripción de embargo fue determinada por autoridad judicial, por lo que resulta claro que la determinación de inscripción del gravamen de referencia tiene su origen en un procedimiento instaurado ante un Juez Civil, de ahí que sea menester que la cancelación de la inscripción pueda hacerse por resolución judicial, -o bien por consentimiento de las personas a cuyo favor están hechas, el que se hará constar en instrumento público otorgado ante notario-, conforme al numeral 61, de la Ley citada.
En tal virtud, a consideración de este Juzgador, con lo anterior se corrobora la legalidad de que la enjuiciada le hubiera negado al accionante la cancelación del embargo que grava su bien inmueble, precisándole que en todo caso debía tramitar el juicio establecido en el artículo 414, fracción XIX, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí
; ya que con ello, conseguiría la resolución judicial necesaria para la cancelación pretendida.
Sirve de apoyo a lo anterior, los siguientes criterios que se reproducen a continuación:

Quinta Época, Instancia: Segunda Sala, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo CII, Materia(s): Administrativa, Civil, Página: 600

REGISTRO PUBLICO, CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES EN EL. Para llevarse a cabo la orden de cancelación de una reinscripción o inscripción en el Registro Público, en términos de legalidad, respecto de un embargo, debe ser oído el embargante, ya que el acto de inscripción en el Registro Público le atribuye derechos.

No. Registro: 211.865, Tesis aislada, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, XIV, Julio de 1994, Tesis: , Página: 771

REGISTRO PUBLICO. CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES EN EL. Para que pueda cancelarse una inscripción en el Registro Público debe oírse a la persona a cuyo beneficio se hizo el registro, porque las prevenciones del artículo 14 constitucional están por encima de cualquier otro precepto legal.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

En las relatadas condiciones, si la emisora del acto para determinar que no ha lugar a acordar de conformidad lo solicitado por la aquí actora, se sustenta entre otros en lo previsto en el párrafo segundo del numeral 61 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, señalando que partiendo de que el registro público de la Propiedad, es una institución de buena fe, encargada de llevar a cabo el procedimiento registral que nace para brindar certeza jurídica de los actos debidamente inscritos, siendo los efectos de tal inscripción meramente declarativos, esto es, el registro o inscripción del acto únicamente sirve para producir efectos ante terceros, de lo cual resulta que la autoridad registral no puede llevar a cabo la cancelación solicitada, toda vez que conforme a la ley de la materia, para la cancelación de cualquier derecho inscrito, se hará constar en instrumento público otorgado ante Notario Público, o por resolución judicial, es por lo cual resulta legal su actuación, al no actualizarse ninguno de los supuestos previstos en dicha norma legal.
Aunado a lo anterior, en el caso que nos ocupa, no debe soslayarse que la petición formulada por el hoy actor se hace consistir en la cancelación de una inscripción de embargo que grava el inmueble de su propiedad, ubicado en ******* ****** No. ****, ************* ***** ********, de esta Ciudad Capital, inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, con número de Folio Electrónico ****, a Fojas *** ******, del Tomo *** * de Escrituras Públicas, consistente en el gravamen que se detalla a continuación: 

· Anotación de embargo, con número de oficio ***, de fecha **********, tipo de embargo judicial, trabado a las ***** horas del día **********, ordenado por el Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil de la Ciudad de Torreón, Coahuila, en el expediente ******, exhorto deducido del Juicio Ejecutivo Mercantil que envía el C. Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil de la Ciudad de Torreón, Coahuila e inscrito en ese Registro a su cargo a las ***** horas del día ********* ** ******* ** ****.

Por lo que también a consideración de este Juzgador, no se le puede condenar a la autoridad que satisficiera la pretensión del demandante, atento a que en términos del artículo 1°, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a este Órgano Jurisdiccional también le corresponde la protección de los derechos humanos, siendo el caso que en el supuesto de dictarse una resolución favorable al aquí enjuiciante, es decir la cancelación de la inscripción, afectaría directamente o generaría un perjuicio a la persona en cuyo favor se estableció el embargo materia de la inscripción.
En efecto, el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, estima oportuno precisar, que además de lo anteriormente ya analizado del artículo 62, fracción VI, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; también considera que dicho dispositivo legal, no es aplicable al caso concreto, pues se aplicaría retroactivamente una norma en perjuicio de la persona en cuyo favor se estableció el embargo materia de la inscripción, según se explica a continuación.

La inscripción de embargo cuya cancelación solicitó el demandante, se realizó con fecha diecinueve de noviembre de mil novecientos noventa y tres, según el “Certificado de Libertad de Gravamen” emitido por la Subdirectora de la Dirección de Registro Público de la Propiedad del Estado de San Luis Potosí, el veintidós de agosto de dos mil dieciocho; tal y como se desprende de esa probanza que el propio accionante acompañó a su escrito de demanda, y que es visible en la foja 14, del expediente en que se actúa.
Adicionalmente, se precisa que tratándose de inscripciones de embargo, dada la naturaleza de ese acto jurídico que es el de garantizar un crédito o el cumplimiento de una obligación, siempre existe una persona beneficiaria del embargo, lo que desde luego sucede en el caso concreto, tal y como se advierte del “Certificado de Libertad de Gravamen” referido en el párrafo anterior, desprendiéndose que los beneficiarios del embargo en cuestión son “LIC. ******* ***** ******* ****** Y ***** ********** ** ** ********** ********* *******”.
Cabe precisarse que a la referida documental pública (certificación en estudio), se le confiere pleno valor probatorio con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 217, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 388, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo.
Acorde a lo anterior, la inscripción se concretó y surtió sus efectos legales correspondientes, durante la vigencia de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Comercio del estado de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado del dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y dos; ordenamiento que no preveía la cancelación de una inscripción, por falta de reinscripción.

Posteriormente, con fecha once de julio de dos mil nueve, se publicó en el Periódico Oficial del Estado la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de San Luis Potosí, para entrar en vigor a los quince días de su publicación según su artículo primero transitorio; el texto original del artículo 82 de éste Ordenamiento únicamente preveía tres fracciones; de lo que se debe destacar, que por ende no preveía la cancelación de una inscripción de embargo, por falta de reinscripción.

Fue hasta que por reforma publicada en el Periódico Oficial del Estado del doce de octubre de dos mil trece, para entrar en vigor al día siguiente, en que se reformaron diversos preceptos, y se adicionaron las fracciones IV, V y VI al artículo 82 del dicho ordenamiento, con lo que se incorporó al ordenamiento la hipótesis normativa de cancelación de una inscripción de embargo, después de tres años por falta de reinscripción, y los casos de excepción a la regla.
Posteriormente, la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de San Luis Potosí, fue abrogada treinta días después de la publicación en el Periódico Oficial del Estado del cinco de junio de dos mil catorce, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, según lo disponen los artículos primero y segundo transitorios, de éste ordenamiento, éste último ordenamiento, reproduce en los numerales 61 y 62 los enunciados normativos contenidos en los ordinales 81 y 82 de la ley anterior, por lo que es patente que prevé la hipótesis normativa de cancelación de una inscripción de embargo, después de tres años por falta de reinscripción, y los casos de excepción a la regla.

Al ser esto así, la disposición contenida en el artículo 62 fracción VI de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no puede ser aplicada en el caso concreto, habida cuenta que se aplicaría retroactivamente en perjuicio de la persona en cuyo favor se estableció el embargo materia de la inscripción; pues sí dicha inscripción fue realizada y surtió sus efectos legales a la luz de las disposiciones legales vigentes a la fecha de su realización el diecinueve de noviembre de mil novecientos noventa y tres, esto es su inscripción y efecto publicitario frente a terceros, ninguna norma posterior podrá variar, suprimir o modificar el supuesto y consecuencia, es decir la inscripción y el efecto publicitario frente a terceros que trae aparejado, pues de hacerse así, se daría una aplicación retroactiva de la norma en perjuicio de la persona beneficiaria del embargo registrado, con la consecuente violación al derecho fundamental y humano de irretroactividad de la ley que prevé el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; de ahí que resulte improcedente la pretensión del enjuiciante consistente en que se cancele el registro del embargo que grava un bien inmueble de su propiedad.
El criterio que sustenta el suscrito Magistrado de ésta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se apoya en los siguientes criterios jurisprudenciales, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XIV, Octubre de 2001; Pág. 16. P./J. 123/2001. Registro No. 188 508

RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. SU DETERMINACIÓN CONFORME A LA TEORÍA DE LOS COMPONENTES DE LA NORMA.- Conforme a la citada teoría, para determinar si una ley cumple con la garantía de irretroactividad prevista en el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe precisarse que toda norma jurídica contiene un supuesto y una consecuencia, de suerte que si aquél se realiza, ésta debe producirse, generándose, así, los derechos y obligaciones correspondientes y, con ello, los destinatarios de la norma están en posibilidad de ejercitar aquéllos y cumplir con éstas; sin embargo, el supuesto y la consecuencia no siempre se generan de modo inmediato, pues puede suceder que su realización ocurra fraccionada en el tiempo. Esto acontece, por lo general, cuando el supuesto y la consecuencia son actos complejos, compuestos por diversos actos parciales. De esta forma, para resolver sobre la retroactividad o irretroactividad de una disposición jurídica, es fundamental determinar las hipótesis que pueden presentarse en relación con el tiempo en que se realicen los componentes de la norma jurídica. Al respecto cabe señalar que, generalmente y en principio, pueden darse las siguientes hipótesis: 1. Cuando durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ninguna disposición legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida. 2. El caso en que la norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y alguna o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma posterior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva. 3. También puede suceder que la realización de alguna o algunas de las consecuencias de la ley anterior, que no se produjeron durante su vigencia, no dependa de la realización de los supuestos previstos en esa ley, ocurridos después de que la nueva disposición entró en vigor, sino que tal realización estaba solamente diferida en el tiempo, ya sea por el establecimiento de un plazo o término específico, o simplemente porque la realización de esas consecuencias era sucesiva o continuada; en este caso la nueva disposición tampoco deberá suprimir, modificar o condicionar las consecuencias no realizadas, por la razón sencilla de que éstas no están supeditadas a las modalidades señaladas en la nueva ley. 4. Cuando la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los previó, sin violar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigencia de la norma que los previó, si son modificados por una norma posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, los actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma posterior y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que deben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales supuestos se vinculan.

Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VI, Noviembre de 1997; Pág. 7. P./J. 87/97. Registro No. 197 363 

IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. SU DETERMINACIÓN CONFORME A LA TEORÍA DE LOS COMPONENTES DE LA NORMA.- Conforme a la citada teoría, para determinar si una ley cumple con la garantía de irretroactividad prevista en el primer párrafo del artículo 14 constitucional, debe precisarse que toda norma jurídica contiene un supuesto y una consecuencia, de suerte que si aquél se realiza, ésta debe producirse, generándose, así, los derechos y obligaciones correspondientes y, con ello, los destinatarios de la norma están en posibilidad de ejercitar aquéllos y cumplir con éstas; sin embargo, el supuesto y la consecuencia no siempre se generan de modo inmediato, pues puede suceder que su realización ocurra fraccionada en el tiempo. Esto acontece, por lo general, cuando el supuesto y la consecuencia son actos complejos, compuestos por diversos actos parciales. De esta forma, para resolver sobre la retroactividad o irretroactividad de una disposición jurídica, es fundamental determinar las hipótesis que pueden presentarse en relación con el tiempo en que se realicen los componentes de la norma jurídica. Al respecto cabe señalar que, generalmente y en principio, pueden darse las siguientes hipótesis: 1. Cuando durante la vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ninguna disposición legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, atento que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se realizaron los componentes de la norma sustituida. 2. El caso en que la norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y alguna o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma posterior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva. 3. Cuando la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los previó, sin violar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigencia de la norma que los previó, si son modificados por una norma posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, los actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma posterior y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que deben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales supuestos se vinculan.

En tal virtud, toda vez que resulta improcedente la cancelación del embargo en los términos que pretende el impetrante –por los motivos relatados-, a consideración de este Juzgador, se encuentra debidamente fundado y motivado el acto controvertido. 

C. Sobre la violación de derechos humanos
Por último, este Juzgador no pierde de vista que el accionante inició su primer concepto de impugnación argumentando que la resolución impugnada era violatoria de derechos humanos; por lo que debe decírsele que acorde a lo que disponen los artículos 1° y 133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los juzgadores, es decir quienes ejercen la función jurisdiccional, pueden realizar ex oficio el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad en materia de derechos humanos, pudiendo incluso llegar a inaplicar una norma jurídica, cuando se advierta una contradicción que no puede salvarse mediante la interpretación conforme en sentido estricto y en sentido amplio.

Lo anterior se obtiene de la Tesis Aislada del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece los pasos a seguir para realizar el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, misma que se transcribe enseguida:
“Localización: [TA]; 10a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Libro III, Diciembre de 2011; Tomo 1; Pág. 552. P. LXIX/2011(9a.). Registro No. 160 525

PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. - La posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento de la presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, parte de esta presunción al permitir hacer el contraste previo a su aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, deberá realizar los siguientes pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que significa que los jueces del país -al igual que todas las demás autoridades del Estado Mexicano-, deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia; b) Interpretación conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los jueces deben, partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los principios de división de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al ser el último recurso para asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos humanos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano es parte.
Varios 912/2010.”

En ese sentido, se debe hacer énfasis en que el orden jurídico mexicano coexisten dos sistemas de control de constitucionalidad y convencionalidad de las normas jurídicas, por un lado, el Control Concentrado a cargo del Poder Judicial de la Federación (Juicio de Amparo, Controversias Constitucionales y Acciones de Inconstitucionalidad), y por otro lado, el Control Difuso a cargo de las autoridades que ejercen la función jurisdiccional en los asuntos de su competencia; mismos que tienen diferencias muy marcadas, pues el primero tiene por objeto la determinación concreta de la constitucionalidad y convencionalidad de las normas analizando los argumentos planteados por el Quejoso, esto es, la controversia versa sobre la constitucionalidad y/o convencionalidad de la norma cuestionada; mientras que en el segundo, el análisis se realiza de oficio por el juzgador a virtud de un asunto de su competencia, sin que la reflexión que realiza el órgano jurisdiccional forme parte de la controversia entre actor y demandado, sino que es tangencial o adyacente; según se explica con meridiana claridad por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis Aislada que se transcribe enseguida:

Localización: [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 23, Octubre de 2015; Tomo II; Pág. 1647. 1a. CCLXXXIX/2015 (10a.). Registro No. 2 010 143
“CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS.- De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional (esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de la Litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema no integra la Litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales en materia de derechos humanos. 
Amparo directo en revisión 4927/2014.”

En ese escenario, donde el control difuso es una atribución de la autoridad jurisdiccional, nos plantea la disyuntiva de que hacer, en el caso en que las partes en el juicio contencioso administrativo argumenten que con los actos de autoridad se les está violando derechos humanos –lo que en el caso de control difuso conllevaría a la inaplicación de una norma jurídica-.

Ahora bien, ésta problemática ya fue resuelta por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia de rubro: “CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, sobre el particular, la Segunda Sala establece que cuando el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del Tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su Litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. 
Para dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en comento:

Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 5, Abril de 2014; Tomo I; Pág. 984. 2a./J. 16/2014 (10a.). Registro No. 2 006 186
“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la Litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su Litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado. 
Contradicción de tesis 336/****”

En ese tenor, en un caso como el que ahora nos ocupa, en donde el impetrante de manera genérica argumentó que la resolución impugnada era violatoria de derechos humanos –lo que pudiera llevar a este Juzgador, que en aplicación del control difuso referido, inaplicara alguna norma-; lo conducente es determinar si se coincide con la postura de la Parte Actora.
Al respecto, el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, no coincide con la postura del enjuiciante, ya que del estudio que realizó al acto controvertido, no se advierte violación alguna de sus derechos humanos.
En conclusión, a juicio del suscrito Magistrado, los conceptos de impugnación que hace valer el demandante son infundados; máxime a que como se analizó, es improcedente la pretensión del impetrante en los términos solicitados.

En virtud de las anteriores consideraciones, toda vez que el demandante no desvirtuó la presunción de legalidad de la que goza el acto impugnado, ya que no acreditó motivo alguno de ilegalidad de la resolución controvertida en este juicio, lo procedente es reconocer su legalidad y validez, en términos del artículo 251, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracción I, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- El actor no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se reconoce la legalidad y validez de la resolución contenida en el oficio número ********************, de fecha veintiséis de octubre de dos mil dieciocho, por los motivos expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público, de interés general y de observancia obligatoria. La misma tiene por objeto:





I. Preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario en el Estado, con base en los principios registrales de publicidad, legitimación, rogación, prelación, calificación, consentimiento, inscripción, especialización, tracto sucesivo y fe registral;





II. Establecer el procedimiento catastral para el Estado y municipios de San Luis Potosí, y





III. Regular la organización y funcionamiento del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.


…


ARTÍCULO 5º. El Registro Público de la Propiedad es un servicio público que consiste en dar publicidad a los actos jurídicos inscritos, que precisan de ese requisito para surtir plenamente efectos contra terceros.





La prestación del servicio del Registro Público de la Propiedad corresponde al Instituto Registral y Catastral del Estado en términos de esta Ley.





ARTÍCULO 6º. Para preservar la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario en el Estado, el Registro Público se regirá bajo los siguientes principios:





I. DE PUBLICIDAD: consiste en que los actos o documentos inscritos en el Registro se hagan del conocimiento público para que surtan efectos contra terceros, por lo que toda persona interesada podrá consultar y solicitar se le muestren los asientos del Registro, así como obtener las certificaciones relacionadas con éstos;





II. DE LEGITIMACIÓN: consiste en otorgar certeza y seguridad jurídica sobre los derechos inscritos, los cuales gozan de una presunción de veracidad, que se mantiene hasta en tanto no se demuestre la discordancia entre el Registro y la realidad;





III. DE ROGACIÓN: es la solicitud de inscripción o anotación física o electrónica de los actos o documentos registrables a petición de parte interesada, o por mandato de autoridad judicial o administrativa competente;





IV. DE PRELACIÓN: consiste en la preferencia entre derechos reales sobre un mismo bien inmueble o finca, y se determina por el orden de la presentación en el Registro y no por la fecha del título o documento que contiene el acto jurídico a registrar;





V. DE CALIFICACIÓN O LEGALIDAD: consiste en que sólo se inscribirán los actos o documentos que reúnan los requisitos exigidos por la legislación aplicable para su inscripción;





VI. DE CONSENTIMIENTO: es la declaración de la voluntad del titular registral o interesado, para la que autoriza al Registrador a practicar las inscripciones o anotaciones para que se transmita el dominio o se constituya un derecho real;





VII. DE INSCRIPCIÓN: es el asiento principal, definitivo y completo, que da constancia en el Registro Público de la Propiedad de una situación real o personal sobre inmuebles o personas jurídicas colectivas, el cual debe hacerse constar en el folio electrónico o libros, de manera que éste surta efectos contra terceros;





VIII. DE ESPECIALIDAD O DETERMINACIÓN: es la precisión o individualización del acto inscrito, de tal manera que se identifique de manera indubitable a la naturaleza y alcances de los derechos inscritos;





IX. DE TRACTO SUCESIVO: es la organización de los asientos registrales, de manera que expresen con toda exactitud la sucesión ininterrumpida de los derechos que recaen sobre el mismo inmueble, determinando la correlación o concatenamiento entre los distintos titulares registrales del mismo, y





X. FE PÚBLICA REGISTRAL: es tener como verdad jurídica el contenido de los asientos del Registro, salvo prueba en contrario. Por este principio se reputa siempre exacto en beneficio del adquiriente que contrató, confiado en el contenido de sus asientos y, en consecuencia, se le protege con carácter absoluto en su adquisición.


� “ART. 414.- Se tramitarán como juicios extraordinarios:


…


XIX.- Los que tengan por objeto las inscripciones o cancelaciones de las mismas, en las oficinas del Registro Público de la Propiedad;


…”





